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S E N T E N C I A Nº 40 
 

          En Cartagena, a ocho de marzo de dos mil veintidós. 
 

         Vistos por mí, la Ilma. Sra. María Dolores Sánchez 

López, Magistrada-Juez Titular del Juzgado de lo Contencioso 

Administrativo número Uno de Cartagena los autos de 

procedimiento abreviado 195/2020, seguidos a instancias de la 

entidad  representada por el Procurador 

 y asistida por el Letrado  

 contra el Excmo. Ayuntamiento de Cartagena 

representado por la Procuradora  y 

asistido por el Letrado , y con 

intervención como codemandado de la entidad  

 representada por la 

Procuradora  y asistida del 

Letrado  en sustitución de la 

Letrada , sobre responsabilidad 

patrimonial. 

     

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- La arriba recurrente presentó recurso contencioso 

administrativo frente al Decreto de fecha 20 de febrero de 2020 

del Excmo. Ayuntamiento de Cartagena que desestima su solicitud 

de responsabilidad patrimonial de fecha 9 de enero de 2018; tras 

la admisión a trámite de la demanda se requirió al Ayuntamiento 

demandado para que presentara el expediente administrativo y  

emplazara a los interesados, señalando como día para la 

celebración de la vista el 1 de marzo de 2022 a las 12:30 horas, 

citando al recurrente así como a las demandadas; el actor se 
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ratificó en su demanda y las demandadas se opusieron a la 

demanda. Recibido el pleito a prueba se practicó la que fue 

aprobada, y al término de la misma los Letrados de las partes 

comparecientes emitieron sus conclusiones.  

 

En el acto de la vista se requirió a la parte actora para 

que aportara documentación acreditativa de los requisitos para 

entablar acciones las personas jurídicas conforme al artículo 

45.2. d) de la LJCA, quedando el pleito visto para sentencia. 

 

SEGUNDO. - La cuantía del procedimiento se ha fijado en 

1.128 euros. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO.- 

 

PRIMERO. - La parte recurrente fija como objeto del 

presente recurso contencioso-administrativo el Decreto de fecha 

20 de febrero de 2020 del Excmo. Ayuntamiento de Cartagena que 

desestima su solicitud de responsabilidad patrimonial de fecha 9 

de enero de 2018. 

 

           Alega en síntesis la parte demandante que en fecha 9 

de septiembre de 2017 era la aseguradora del vehículo con 

matrícula  propiedad de  

que habiendo dejado correctamente estacionado el vehículo en la 

calle  Cartagena al salir marcha atrás se 

rompió una arqueta de registro que se encontraba en mal estado 

provocando que una rueda se hundiera y se causaran daños al 

vehículo por importe de 1.128 euros que fueron reparados y 

satisfechos por la recurrente.    

 

            Por parte de la administración demandada se opone 

alegando que no existe prueba objetiva sobre el mecanismo de la 

producción del accidente, y que en caso de responsabilidad ésta 

sería de la concesionaria del servicio.  

 

            Por parte de la defensa de la entidad concesionaria 

opone inadmisibilidad de la demanda por incumplimiento de los 

requisitos del artículo 45.2.d) de la LJCA; falta de 

legitimación activa de la entidad recurrente; y en cuanto al 

fondo del asunto que no existe prueba de la mecánica de 

producción del daño y que en cualquier caso no se le puede 

condenar ya que la demanda no dirige pretensión frente a la 

misma.  

 

SEGUNDO. - Es obligado estimar la causa de inadmisibilidad 

alegada por la entidad  en la contestación oral de la 

demanda la concesionaria ya le hizo ver a la actora que había 

presentado un documento como justificativo de la adopción de la 



    

 

decisión de recurrir por parte de la mercantil actora que era 

insuficiente e invalido, a saber, el poder de representación 

procesal. La actora presentó el 2 de marzo de 2022, en plazo 

concedido para subsanar, documento del legal representante de la 

mercantil actora, inscrita en el Registro Mercantil, que afirma 

“En virtud de la indicada representación, estando debidamente 

facultado para ello, por la citada escritura, tomo la decisión 

de interponer Recurso Contencioso Administrativo, frente al 

Excmo. Ayuntamiento de Cartagena, frente a la Resolución Expresa 

dictada en Expte RP IN2018/14, por reclamación efectuada por 

Mapfre en reclamación de daños y perjuicios provocados por el 

mal funcionamiento de los servicios públicos en accidente de 

fecha 09/09/2017, en el que se vio involucrado el vehículo 

asegurado en   , autorizando la 

interposición del citado recurso ante el Juzgado de lo 

Contencioso Administrativo de Cartagena número Uno al Procurador 

 y con la dirección del Letrado  

” Junto al documento anterior aportó 

igualmente la escritura pública de protocolización del acuerdo 

por el que se nombraba al legal representante que firma el 

documento antedicho y a otros tantos en el territorio nacional, 

a los que se les concede entre otras cosas facultad para 

representar a la entidad ante los juzgados contencioso 

administrativo y adoptar la decisión de interponer los recursos 

ante los mismos. Pues bien, este documento es ineficaz para la 

finalidad que pretende la actora, como es cumplir con el 

artículo 45.2 d) de la LJCA. 

 

Dispone el artículo 45.2 d) de la LJCA que es necesario 

presentar “el documento o documentos que acrediten el 

cumplimiento de los requisitos exigidos para entablar acciones 

las personas jurídicas con arreglo a las normas o estatutos que 

les sean de aplicación, salvo que se hubieran incorporado o 

insertado en lo pertinente dentro del cuerpo del documento 

mencionado en la letra a) de este mismo apartado”.  

 

Este precepto significa que el tribunal deberá comprobar 

para la válida constitución de la litis que la persona jurídica 

actora, en este caso una sociedad anónima, presenta el documento 

por el cual el órgano administrativo competente o en caso la 

junta accionistas, según quien sea el competente acorde a la Ley 

de Sociedades de Capital y los Estatutos, en un día y fecha 

concreto ha decidido interponer demanda para el pleito concreto. 

Los documentos a tener en cuenta para valorar si la recurrente 

ha cumplido con dicho requisito legal de procedibilidad son el 

acuerdo, que dicho precepto exige del órgano competente, y los 

Estatutos de la mercantil, para comprobar que el antedicho 

acuerdo ha sido adoptado por ese concreto órgano, y no por otro. 



    

 

La Audiencia Nacional, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección 8ª, en sentencia de 3 de marzo de 2014, 

Recurso 39/2013 resolviendo un caso similar en el que era parte 

actora la misma entidad  estableció lo 

siguiente: “ 

 (...). CUARTO: Nos encontramos con un supuesto idéntico al 

examinado en el recurso de apelación nº 48/13, interpuesto por 

la misma Compañía contra sentencia de otro Juzgado del mismo 

tenor que la ahora recurrida en apelación. En aquel recurso 

recayó sentencia desestimatoria de fecha 9 de diciembre de 2013, 

a cuyos razonamientos hemos de atenernos. Y, en consecuencia, a 

la vista de la documentación aportada, no puede la Sala acoge 

las pretensiones deducidas en el recurso de apelación, pues el 

criterio plasmado en la sentencia de instancia coincide con el 

que viene adoptando este tribunal en supuestos similares.  

Efectivamente, esta Sala, en ya numerosas sentencias (entre 

otras, 22/04/10 , 24/10/11 , 20/07/12 , 10/06/13 , 08/07/13 ), 

ha insistido en señalar la diferencia que media ente 

representación procesal y decisión corporativa para el ejercicio 

de acciones, esto es, lo que viene denominándose como "acuerdo 

corporativo", indicando que de la diferencia de ambas realidades 

es buena muestra que el artículo 45, en su inciso 2, de la Ley 

Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa aluda 

al poder de representación en su apartado a) y que lo haga al 

documento o documentos que acrediten el cumplimiento los 

requisitos exigidos para entablar acciones a las personas 

jurídicas en su apartado d).  

Y concretamente, respecto a la  y a 

la certificación expedida por el secretario del Consejo de 

Administración de  

mediante la que se daba cuenta del Acuerdo 

adoptado en la reunión del Consejo de Administración, celebrada 

el 21 de julio de 2009, que se invoca en este recurso, dijimos 

en sentencia de 20 de julio de 2012:  

«(...) Como en dichas sentencias se dijo, y ahora 

reiteramos, una cosa es el poder de representación y otra 

distinta la decisión de litigar, así como que la decisión de 

interponer un recurso contencioso-administrativo en nombre de 

una persona jurídica es una facultad que corresponde al órgano 

de administración de ésta, pudiendo producirse la delegación de 

conformidad con las disposiciones estatutarias. 

Sobre esta cuestión ya se ha pronunciado el Tribunal 

Supremo en Sentencia de 15 de diciembre de 2009, en la que, con 

remisión a la Sentencia del Pleno de la Sala Tercera de 5 de 

noviembre de 2008, a la que han seguido otras muchas, expone la 

siguiente doctrina: 

"A diferencia de lo dispuesto en el artículo 57.2.d) de la 

Ley de la Jurisdicción de 27 de diciembre de 1956, que se 

refería sólo a las `Corporaciones o Instituciones' cuando 



    

 

imponía que al escrito de interposición del recurso contencioso-

administrativo se acompañara `el documento que acredite el 

cumplimiento de las formalidades que para entablar demandas 

exijan a las Corporaciones o Instituciones sus leyes 

respectivas', hoy el artículo 45.2.d) de la Ley de la 

Jurisdicción de 13 de julio de 1998 , de modo más amplio, más 

extenso, se refiere a las `personas jurídicas', sin añadir matiz 

o exclusión alguna, disponiendo literalmente que a aquel escrito 

de interposición se acompañará `el documento o documentos que 

acrediten el cumplimiento de los requisitos exigidos para 

entablar acciones las personas jurídicas con arreglo a las 

normas o estatutos que les sean de aplicación, salvo que se 

hubieran incorporado o insertado en lo pertinente dentro del 

cuerpo del documento mencionado en la letra a) de este mismo 

apartado. 

Por tanto, tras la Ley de 1998, cualquiera que sea la 

entidad demandante, ésta debe aportar, bien el documento 

independiente acreditativo de haberse adoptado el acuerdo de 

interponer el recurso por el órgano a quien en cada caso 

competa, o bien el documento que, además de ser acreditativo de 

la representación con que actúa el compareciente, incorpore o 

inserte en lo pertinente la justificación de aquel acuerdo. 

Una cosa es, en efecto, el poder de representación, que 

sólo acredita y pone de relieve que el representante está 

facultado para actuar válida y eficazmente en nombre y por 

cuenta del representado; y otra distinta la decisión de litigar, 

de ejercitar la acción, que habrá de ser tomada por el órgano de 

la persona jurídica a quien las normas reguladoras de ésta 

atribuyan tal facultad" 

En el presente caso es claro que el Consejo de 

Administración de la entidad recurrente, al que corresponde la 

representación en juicio de la Sociedad -artículo 128 del Real 

Decreto Legislativo 1564/1989-, en sesión celebrada el 21 de 

julio de 2009 adoptó un acuerdo, aprobado por el Presidente y 

firmado por éste, los delegados y el Secretario, facultando 

expresamente a Letrados y Procuradores para tomar la decisión, 

en nombre de la entidad, de interponer recursos de los deba 

conocer el orden jurisdiccional contencioso administrativo, y 

más concretamente facultándoles para decidir en nombre de la 

entidad y para cada caso su interposición. 

No cuestiona la Sala, en principio, si la facultad de 

interponer el recurso puede ser delegable o no, pues la LSA no 

establece prohibición alguna al respecto - artículo 141 del Real 

Decreto Legislativo 1546/1989 -, debiendo estarse, en su caso, a 

lo dispuesto en los Estatutos o Normas reguladoras de la 

Entidad, que, dicho sea de paso, no se han aportado; pero al 

documento aportado por  no puede darse el alcance 

que la parte pretende, pues no puede considerarse acreditativo 



    

 

de haberse adoptado la decisión para interponer el recurso por 

el órgano al que corresponde tomar la decisión. 

El acuerdo adoptado no revela una decisión singularizada 

por parte del órgano societario, referido al ejercicio de 

acciones contra la resolución administrativa objeto del presente 

litigio, decisión que habría de recaer en órgano u órganos 

internos de la entidad, sin perjuicio de posterior delegación, 

sino una delegación de facultades de carácter general a personas 

a las que no compete adoptar el acuerdo, sustrayéndose así al 

dictado de la letra d) del artículo 45.2. LRJCA. De aceptarse la 

tesis de la recurrente se alteraría lo que verdaderamente se 

pretende proteger: "el interés de la persona jurídica de no 

verse involucrada en pleito alguno sin que su voluntad se haya 

manifestado en tal sentido". 

Como señala nuestro Alto Tribunal en la sentencia más atrás 

reseñada, "... lo primero que ha de constatarse es que la 

persona jurídica interesada ha solicitado realmente la tutela 

judicial, lo que a su vez precisa que tome el correspondiente 

acuerdo dirigido a tal fin, y que lo tome no cualquiera, no 

cualquier órgano de la misma, sino aquél al que la persona 

jurídica ha atribuido tal decisión, ya que en otro caso se abre 

la posibilidad, el riesgo, de iniciación de un litigio no 

querido, o que jurídicamente no quepa afirmar como querido, por 

la entidad que figure como recurrente".». 

Tal como decíamos en la citada sentencia de 20/07/12, de lo 

que se trata no es de la existencia de una "voluntad" sino de 

otra realidad jurídica distinta cual es una "decisión", esto es, 

un acto jurídico, adoptado conforme a las leyes y a los 

estatutos de la sociedad, en el que se decida el ejercicio de 

acciones. La "voluntad" de las personas jurídicas toma cuerpo en 

los actos jurídicos de sus órganos, de modo que carecen de una 

dimensión subjetiva distinta de la que se incorpora a sus 

decisiones por el cauce legal o estatutariamente articulado y a 

través de las personas dotadas de poderes. En definitiva, se 

trata de determinar si existió o no acuerdo legítimamente 

adoptado, y, frente a ello, la voluntad de la sociedad es una 

dimensión carente de contenido jurídico”.   

 

 En el presente caso, se plantea una situación similar a la 

contemplada en la sentencia antes trascrita; lo que se aporta es 

la escritura de protocolización del acuerdo por el que se nombra 

al representante legal y el documento firmado por éste 

decidiendo interponer en nombre de la entidad el presente 

recurso. A este documento aportado por  no puede darse el 

alcance que la parte pretende, pues no puede considerarse 

acreditativo de haberse adoptado la decisión para interponer el 

recurso por el órgano al que corresponde tomar la decisión. 

 



    

 

Llegados a este punto, el legislador ha querido que el 

órgano judicial compruebe que el antedicho “órgano” de la 

persona jurídica que conforme a la Ley y a sus Estatutos tiene 

capacidad pare decidir “el pleitear” ha decidido efectivamente 

ejercitar el antedicho derecho, y no tanto que el órgano 

judicial “confíe” en que el Legal Representante de la persona 

jurídica-mercantil o apoderado así lo afirme, o como ocurre en 

el presente caso, que sea el propio representante el que tome 

esa decisión. Además, debe comprobarse que se ha decidido 

efectivamente ejercitar el antedicho derecho, en el asunto 

concreto, y en el presente caso lo que se confiere al 

representante es un poder general para entablar cualquier acción 

contencioso administrativa sin que se especifique cuáles en 

concreto son estas acciones. No existe por tanto acuerdo del 

órgano competente que decida entablar acción frente a la 

concreta reclamación objeto de autos.  

 

Pues como dice la jurisprudencia del TS una cosa es tener 

el poder de representación de una mercantil y otra distinta 

tener capacidad de decidir el iniciar un pleito en el orden 

contencioso administrativo, no siendo posible sustituir la 

presentación del antedicho “acuerdo adoptado por el órgano 

competente según la LSC y los Estatutos” por un documento donde 

un legal representante o apoderado de la mercantil supla ese 

acuerdo.  

 

No cabe volver a requerir a la defensa jurídica de la 

actora para especificarle qué documentos son los necesarios para 

cumplir con el artículo 45.2 d) de la LJCA, pues ya se le ha 

requerido expresamente en el acto de la vista. 

 

TERCERO. - Conforme a lo previsto en el artículo 139.1 de 

la LJCA, no procede la imposición de costas al no contemplar los 

supuestos de inadmisión. 

 

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y 

pertinente aplicación, 

 

FALLO 

 

INADMITO la demanda de recurso contencioso-administrativo 

formulada por  frente al Decreto de 

fecha 20 de febrero de 2020 del Excmo. Ayuntamiento de Cartagena 

que desestima su solicitud de responsabilidad patrimonial de 

fecha 9 de enero de 2018. 

 

 Cada parte abonara sus costas y las comunes lo serán por 

mitad. 



    

 

      Notifíquese la presente resolución a las partes 

haciéndoles saber que contra la misma cabe interponer recurso 

de apelación. 

 

Líbrese y únase testimonio de esta sentencia a los autos 

con inclusión de la original en el Libro de Sentencias. 

 

Así por esta mi sentencia, juzgando en primera instancia, 

lo pronuncio, mando y firmo. Doy fe. 

 

 

 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 

 

  




